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REVISIÓN JUDICIAL 
procedente de la 

Junta de Libertad 
Bajo Palabra 
 

Caso núm.: 142098 
 

Sobre: 
Reconsideración 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Cintrón Cintrón, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

Comparece por derecho propio ante este Tribunal de 

Apelaciones, el Sr. Rafael Doitteau Cruz (en adelante el señor 

Doitteau Cruz o el recurrente), mediante el recurso de revisión 

judicial de epígrafe y nos solicita que revoquemos la Resolución 

emitida por la Junta de Libertad Bajo Palabra (en adelante la JLBP 

o la recurrida) el 9 de noviembre de 2020, notificada personalmente 

el 24 del mismo mes y año. Con el referido dictamen la recurrida 

determinó no conceder al señor Doitteau Cruz el privilegio de 

libertad bajo palabra.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el recurso por falta de jurisdicción, ante su 

presentación tardía.    

I. 

El señor Doitteau Cruz se encuentra recluido en la Institución 

Correccional de Guayama (500).  Surge del expediente apelativo que 

el 9 de noviembre de 2020 la JLBP dictó una Resolución denegando 

el privilegio de libertad bajo palabra al razonar que el recurrente 

incumplía los requisitos esenciales para beneficiarse del mismo. A 
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su vez, la recurrida señaló que consideraría el caso para octubre de 

2021, fecha en la cual el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación deberá presentar un informe actualizado de Ajuste y 

Progreso, un Informe Breve de Libertad Bajo Palabra con el plan de 

salida corroborado y los expedientes social y criminal del 

peticionario.1 Asimismo, la JLBP consignó cinco (5) Determinaciones 

de Hechos las cuales resultan inmeritorias consignar.  

Al recurrente se le notificó personalmente la Resolución el 24 

de noviembre de 2020.  Inconforme, el 30 de noviembre siguiente el 

señor Doitteau Cruz presentó una Reconsideración y solicitó 

determinaciones de hechos y conclusiones de derecho adicionales.  

Así, el 8 de enero de 2021 este instó una segunda solicitud de 

reconsideración.  

El 20 de enero siguiente la JLBP emitió una Resolución en la 

cual determinó que carece de jurisdicción para atender la 

reconsideración solicitada. Indicó que el petitorio recibido el 7 de 

diciembre de 2020 debió entenderse como rechazado de plano 

conforme dispone el Artículo XV, Sección 15.1 del Reglamento de la 

Junta de Libertad Bajo Palabra núm. 9232 del 18 de noviembre de 

2020. La recurrida puntualizó que el referido precepto establece 

“que la Junta tendrá el término de quince (15) días para considerar 

una moción de reconsideración presentada en tiempo. Si la Junta 

rechaza de plano o no actuare dentro del término de quince (15) 

días, el remedio que tiene el peticionario es la revisión ante el 

Tribunal de Apelaciones.”2 Por tanto, coligió que el remedio que tenía 

disponible el señor Doitteau Cruz es la revisión judicial y no otra 

solicitud de reconsideración. Señaló, además, que al transcurrir este 

plazo y el contenido en la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley núm. 38-2017 (LPAUG), 

 
1 Véase el Apéndice del Recurso, a la pág. 70.  
2 Íd., a la pág. 87.  
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carecía de jurisdicción para atender las solicitudes de 

reconsideración.        

 Insatisfecho con la determinación, el 12 de febrero de 2021 

el recurrente presentó el recurso de revisión judicial que nos ocupa.  

Precisa destacar que tomamos como fecha de radicación el día que 

fue consignado al final del escrito intitulado Solicitud de Revisión 

Judicial Auxilio de Jurisdicción, toda vez que consta el sello oficial de 

la institución carcelaria que así lo acredita.3 El recurso se recibió en 

nuestra Secretaría el 18 de febrero siguiente.  

En su escrito el recurrente impugnó la determinación 

administrativa emitida por la JLBP el 9 de noviembre de 2020 y nos 

solicitó que la dejemos sin efecto. El 10 de marzo de 2021 esta Curia 

dictó una Resolución concediendo a la parte recurrida el término de 

treinta (30) días para expresarse.  

 El 12 de abril de 2021 compareció la JLBP, representada por 

la Oficina del Procurador General, mediante un escrito intitulado 

Solicitud de Desestimación en el cual argumentó que el recurso se 

presentó de manera tardía por lo que carecemos de jurisdicción para 

atenderlo. En esencia, señaló que el recurrente tenía hasta el 14 de 

enero de 2021, para presentar de manera oportuna su solicitud de 

revisión judicial, y lo hizo tardíamente el 18 de febrero de 2021. Ello 

en claro incumplimiento con el Reglamento Núm. 9232, supra, y la 

Sección 4.2 de la LPAUG.  

 Analizados la solicitud de desestimación y el recurso 

presentado; así como el expediente apelativo, procedemos a resolver. 

II. 

Es por todos sabido que las cuestiones relativas a la 

jurisdicción son de carácter privilegiado y que las mismas deben 

resolverse con preferencia a cualesquiera otras. S.L.G. Szendrey-

 
3 Véase la Regla 30.1 (B) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 30.1 (B). 
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Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 (2007); Arriaga v. FSE, 145 DPR 

122 (1998). La falta de jurisdicción no es susceptible de ser 

subsanada y, ante lo determinante de este aspecto, los tribunales 

pueden considerarlo, incluso, motu proprio. S.L.G. Szendrey-Ramos 

v. F. Castillo, supra; García v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 

1 (2007). Por esto, cuando determinado foro carece de jurisdicción, 

el único proceder correcto en derecho es así declararlo y, 

consecuentemente, desestimar la controversia sometida a su 

consideración. Vega Rodríguez v. Telefónica, 156 DPR 584 (2002).   

Relativo a la causa que nos ocupa, nuestro ordenamiento 

establece que un recurso tardío adolece de grave e insubsanable 

defecto de falta de jurisdicción, por lo que, de cumplirse esta 

instancia, el mismo debe ser desestimado. Moreno González v. Coop. 

Ahorro Añasco, 177 DPR 854 (2010); Juliá, et als v. Epifanio Vidal, 

153 DPR 357 (2001). Así pues, su presentación carece de eficacia y 

no produce efecto jurídico alguno, dado a que no existe autoridad 

judicial para acogerlo. Empress Hotel, Inc. v. Acosta, 150 DPR 208 

(2000).  

Por su parte, el recurso de revisión judicial constituye el 

remedio exclusivo para auscultar los méritos de una decisión 

administrativa. Conforme lo dispuesto en la Sección 3.15 de la 

LPAUG:  

La parte adversamente afectada por una resolución u 
orden parcial o final podrá, dentro del término de veinte 
(20) días desde la fecha de archivo en autos de la 
notificación de la resolución u orden, presentar una 
moción de reconsideración de la resolución u orden. La 
agencia dentro de los quince (15) días de haberse 
presentado dicha moción deberá considerarla. Si la 
rechazare de plano o no actuare dentro de los quince 
(15) días, el término para solicitar revisión 
comenzará a correr nuevamente desde que se 
notifique dicha denegatoria o desde que expiren esos 
quince (15) días, según sea el caso. […] [Énfasis 
nuestro] 3 LPRA sec. 9655. 
 

Además, y en lo aquí pertinente, la Sección 4.2 del estatuto 

establece que: 
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Una parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado 
todos los remedios provistos por la agencia o por el 
organismo administrativo apelativo correspondiente 
podrá presentar una solicitud de revisión ante el 
Tribunal de Apelaciones, dentro de un término de 
treinta (30) días contados a partir de la fecha del 
archivo en autos de la copia de la notificación de la 
orden o resolución final de la agencia o a partir de la 
fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 9655 de 
este título, cuando el término para solicitar la revisión 
judicial haya sido interrumpido mediante la 
presentación oportuna de una moción de 
reconsideración. […] [Énfasis nuestro] 3 LPRA sec. 
9672. 

 

En armonía a lo anterior, la Regla 57 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 57, menciona igual 

término para la formalización de un recurso administrativo, 

disponiéndose que el mismo es de carácter jurisdiccional, no 

susceptible a interrupción.   

III. 

Como indicamos, la JLBP solicitó la desestimación del recurso 

por haber sido presentado ante nuestra consideración pasado el 

término jurisdiccional de 30 días que dispone la LPAUG para ello.  

Por ser un planteamiento que versa sobre nuestra jurisdicción es 

menester atenderlo con preferencia antes de entrar a considerar los 

méritos del recurso.   

De los documentos presentados surge que la resolución 

impugnada se dictó el 9 de noviembre de 2020, notificada 

personalmente al recurrente el 24 de noviembre siguiente. El 30 de 

noviembre de 2020, o sea, dentro de los 20 días que dispone la 

LPAUG, el recurrente presentó una oportuna solicitud de 

reconsideración. No obstante, transcurrieron 15 días sin que la JLBP 

tomara alguna determinación según esta afirmara en su solicitud de 

desestimación.4  

Por tanto, conforme con la Sección 3.15 de la LPAUG, antes 

citada, el término de 30 días para acudir ante este foro apelativo 

 
4 Véase la Solicitud de Desestiación, a la pág. 7.  
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comenzó a decursar a partir del 15 de diciembre de 2020. Además, 

como bien advirtió la JLBP en la Resolución del 20 de enero de 2021, 

el Artículo XV, Sección 15.1 del Reglamento de la Junta de Libertad 

Bajo Palabra, Núm. 9232, establece un procedimiento similar al 

dispuesto en la Sección 3.15 de la LPAUG, supra.5 Por ende, no cabe 

duda de que el recurrente tenía hasta el 14 de enero de 2021 para 

presentar el recurso de revisión judicial. Según señalamos el mismo 

se instó el 12 de febrero de 2021, en exceso del término jurisdiccional 

que tenía para acudir en alzada ante este foro intermedio.    

De otra parte, es menester señalar que la segunda 

reconsideración presentada el 8 de enero de 2021 no tuvo el efecto 

de interrumpir el término para recurrir ante esta Curia debido a que 

la misma resultó ser inoficiosa. Nuestro estado de derecho 

administrativo no permite la presentación de una segunda solicitud 

de reconsideración. En este sentido, el recurrente no podía utilizar la 

Resolución emitida el 20 de enero de 2021 como punto de partida 

para computar el término de 30 días que se tenía que presentar el 

recurso.    

Ante este trámite procesal, resulta forzoso concluir que el 

señor Doitteau Cruz acudió tardíamente ante este foro apelativo. 

Advertimos que el recurso se presentó cincuenta y nueve (59) días 

después de finalizados los quince (15) días legales y reglamentarios 

de haberse presentado la reconsideración y la agencia no haber 

actuado sobre el petitorio. Esto -como explicamos- en un patente 

exceso del término de 30 días dispuesto en el ordenamiento jurídico 

para proceder con el correspondiente curso apelativo. 

 
5 La referida sección en el inciso (D) dispone como sigue: “La Junta deberá 

considerar dicha moción dentro de los quince (15) días calendario desde la fecha 

de presentación de la moción. Si la Junta la rechazare de plano o no actuare 
dentro de los quince (15) días, el término para solicitar revisión comenzará a correr 

nuevamente desde que se notifique dicha denegatoria o desde que expiren esos 

quince (15) días, según sea el caso. […].” 



 
 

 
KLRA202100080    

 

7 

Consecuentemente, este tribunal no tiene jurisdicción para revisar 

la resolución recurrida. 

IV. 

 Por los fundamentos que anteceden, desestimamos el recurso 

de epígrafe por falta de jurisdicción ante su presentación tardía.    

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


